El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / SUBSIDIARIEDAD / EXIGE HABER AGOTADO TODOS LOS MECANISMOS DE DEFENSA EN EL PROCESO IMPUGNADO.
La Corte Constitucional, en sentencia C-543 de 1992, declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;…
En relación con el segundo de tales presupuestos generales, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso. Por lo tanto, debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. (…)
Surge de esas pruebas que en este caso concreto no se satisfacen todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita, concretamente el segundo.

En efecto, el accionante no formuló recurso alguno contra la decisión por medio de la cual se adicionó la providencia que resolvió el incidente de oposición al secuestro, para ordenar también el levantamiento del embargo decretado. Es decir, dejó de emplear adecuadamente el medio ordinario de protección con que contaba en ese proceso para obtener lo que pretende sea decidido por vía de tutela, pues lo que en últimas se propone es mantener vigente esa medida, porque es el derecho de dominio el que aún conserva el señor Hárrison Henao Morales lo único que puede perseguir, al figurar como propietario inscrito del predio tantas veces mencionado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, mayo catorce (14) de dos mil diecinueve (2019)


Acta No. 189 del 14 de mayo de 2019

Expediente No. 66001-31-03-004-2019-00056-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el accionante  frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, el pasado 21 de marzo, en la acción de tutela que instauró el señor Ramón Antonio Zapata Hincapié contra el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Humberto Henao García, Hárrison Henao Morales, Dolly Grisales Hurtado y Cielo Mar Tabera Restrepo y los abogados Ómar Flórez Morales y Juan Julián Carvajal Escobar. 
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Por medio de endoso en procuración, facultó al Dr. Ómar Flórez Morales, profesional del derecho, para cobrar judicialmente la letra de cambio suscrita por los señores Humberto Henao García y Hárrison Henao Morales por valor de $15.000.000.

1.2 La demanda ejecutiva, a la que se acumuló otra para el cobro de un título valor por $13.000.000, fue asignada al Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira; este libró mandamiento de pago el 6 de febrero de 2017.

1.3 Se decretaron medidas cautelares sobre el bien ubicado en la manzana 1 casa No. 4 del barrio La Acuarela de esta ciudad, identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-54143, que figuraba a nombre del codemandado Hárrison Henao Morales; el embargo se comunicó al Registrador de Instrumentos Públicos mediante oficio del 6 de febrero de 2017 y se inscribió en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria; la diligencia de secuestro la practicó la Inspección Municipal de Policía local el 16 de agosto siguiente, actuación en la que no se presentó oposición alguna.
1.4 Dentro del término establecido en el numeral 8 del artículo 597 del Código General del Proceso, la señora Dolly Grisales Hurtado formuló incidente de levantamiento de medida, con sustento en que es ella la poseedora del inmueble “por haberlo adquirido mediante escritura pública No. 6158 de diciembre 29 de 2016 otorgada en la Notaría Cuarta del Círculo de Pereira, la que no se alcanzó a registrar por estar vigente el embargo del bien por el suscrito”.
1.5 El proceso, entiéndase el principal y el acumulado, fueron remitidos al Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de esta ciudad “con el fin de seguir conociendo de dichos asuntos”.

1.6 Ese despacho dio trámite al incidente y fijó el 9 de octubre de 2018 como fecha para la audiencia en que se practicarían pruebas. 

1.7 En ese acto, la funcionaria accionada decidió declarar que la incidentista sí tenía la posesión material del bien para el momento en que se llevó a cabo su secuestro, negó la indemnización de perjuicios, ordenó el levantamiento de la medidas cautelares, libró comunicación al secuestre, dispuso la entrega de los títulos judiciales a la incidentista y condenó en costas al demandante.
1.8 Su apoderado solicitó la persecución de los derechos que sobre el inmueble cuyo secuestro se dispuso levantar tuviera el demandado, de acuerdo con el numeral 3 del artículo 596 del Código General del Proceso; sin embargo esa petición fue negada porque aquel no tenía alguno.
1.9 Si bien aquella determinación se adoptó en audiencia, su apoderado, con sustento en la citada norma, en escrito presentado el 11 de octubre de 2018, insistió en perseguir esos derechos, pero nuevamente se le negó, en proveído del 12 de octubre último. Frente a esa decisión formuló recurso de reposición, el que fue resuelto en el mes de enero pasado.
1.10 La funcionaria accionada adoptó una decisión contraria al ordenamiento procedimental, ya que en la parte resolutiva de la providencia que decidió el incidente ordenó levantar las medidas de embargo y secuestro en un solo acto, a pesar de que debía dejar transcurrir el término de tres días que establece la ley para ordenar el levantamiento del embargo en caso de que no hubiere pronunciamiento, mas como en el asunto su apoderado elevó oportunamente la respectiva solicitud “no le era dable a la señora juez decir simple y llanamente… el demandado no goza de ningún derecho sobre el bien en mención, ya que obra dentro del certificado de tradición nota No. 027 el levantamiento de la hipoteca que impedía, el trámite de registro por parte de su nueva propietaria”, hecho que además no es cierto, pues precisamente se encontraba inscrito el embargo decretado en ese proceso, circunstancia que se constituía en el verdadero impedimento para el registro y no la hipoteca a que se hace referencia. Por esta razón, su apoderado, en el escrito de sustentación del recurso, alegó que se levantó el embargo del bien sin hacer pronunciamiento alguno respecto de los derechos que perseguía y solo con fundamento en la valoración de la prueba testimonial aportada, máxime que, reitera, el levantamiento del embargo solo procede cuando no se ha formulado petición para perseguir los derechos sobre el inmueble. Tampoco se dispuso practicar el avalúo del bien, requisito indispensable para adoptar aquella decisión.
1.12 El proceso objeto del amparo es de única instancia y por ende no procedía el recurso de apelación contra la providencia motivo de la queja.    
2. Solicita la protección de su derecho al debido proceso.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 8 de marzo pasado se admitió la acción y se ordenó la vinculación de los señores Humberto Henao García, Hárrison Henao Morales, Dolly Grisales Hurtado y Cielo Mar Tabera Restrepo y de los abogados Ómar Flórez Morales y Juan Julián Carvajal Escobar. 

2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La titular del juzgado accionado se opuso a la pretensión porque se estableció que la señora Dolly Grisales Hurtado es la poseedora del inmueble objeto del incidente, al justificar la compraventa por medio de la escritura pública No. 6.158 del 29 de diciembre de 2016, y que a la fecha figura como dueña y señora de ese bien, sin que el  ejecutado Hárrison Henao Morales ostente algún derecho sobre él; la norma es clara en determinar que se podrán perseguir los derechos que tenga el demandado en el bien, motivo por el cual, además, tampoco hay lugar para ordenar el avalúo de aquel. Agregó que se ordenó levantar la medida de embargo “por quedar insubsistente ante el levantamiento del secuestro” y que “la norma habla de la ejecutoria del auto favorable y en el presente caso, el incidente se resolvió en audiencia allí se dio la orden de levantamiento de embargo y secuestro, decisión que quedo (sic) ejecutoriada una vez notificada conforme al artículo 302 del Código General del Proceso”. Por tanto, la actuación se adelantó de conformidad con las normas sustantivas y procesales y las decisiones no se adoptaron de forma caprichosa o arbitraria. 
2.2 La señora Dolly Grisales Hurtado y el abogado Juan Julián Carvajal Escobar alegaron que: a) el accionante ni su apoderado comparecieron a la audiencia realizada el 31 de julio de 2018, en la que se practicaron las pruebas decretadas en el incidente de levantamiento de medidas; b) el actor presentó excusa por su inasistencia, la cual fue aceptada por el juzgado de conocimiento que, en consecuencia, fijó nueva fecha para llevar a cabo diligencia en la que se practicó su interrogatorio y se resolvió el incidente; c) la manifestación del despacho relativa a que el “demandado no tenía ningún derecho” fue demostrada con suficiencia en la diligencia a la que no compareció la parte actora y por tal motivo desconoce los argumentos que llevaron a la funcionaria accionada a determinar que Hárrison Henao Morales carecía de derechos sobre el citado inmueble, razón por lo cual no podían ser perseguidos por el demandante; d) el juzgado de conocimiento definió la cuestión luego de valorar íntegramente las pruebas, apreciación que no se evidencia defectuosa o contraevidente, por tanto no vulneró derecho alguno al demandante.

2.3 El Dr. Ómar Flórez Morales compartió los argumentos de la demanda.   
2.4 Los demás vinculados guardaron silencio.

3. Mediante sentencia del pasado 21 de marzo, la Juez Cuarta Civil del Circuito resolvió negar el amparo invocado.
Para decidir así, empezó por señalar que en este caso se cumplen los requisitos generales de procedibilidad de la acción ya que el asunto tiene relevancia constitucional, se recurrió la providencia objeto de reproche, se colma el presupuesto de la inmediatez y no se ataca una sentencia de tutela. Luego consideró que la funcionaria accionada interpretó acertadamente las normas que regulan la materia, al declarar el levantamiento de las medidas cautelares, en razón a que la calidad de poseedora de la incidentista quedó demostrada con la escritura pública de compraventa del inmueble secuestrado y con la prueba testimonial, que dan cuenta de que ella ejercía actos de señora y dueña sobre ese bien. Así mismo, agregó, el apoderado del demandante, en la solicitud que formuló al despacho accionado tendiente a perseguir los derechos del codemandado Hárrison Henao Morales, omitió determinar “la medida de forma clara, es decir, no indicó qué derechos insiste en perseguir, teniendo en cuenta el reconocimiento que en calidad de poseedora se hizo a la señora Grisales Hurtado”.
4. Inconforme con esa decisión, el accionante la impugnó. Alegó que si bien a la incidentista le asistió el derecho a intervenir en el proceso objeto del amparo por haber adquirido el inmueble que allí fue embargado y secuestrado, para adoptar la decisión reprochada el juzgado accionado se abstuvo de surtir las etapas establecidas en el numeral 3 del artículo 593 del Código General del Proceso, es decir que se haya levantado el secuestro y luego el embargo, siempre y cuando no se hubiere formulado petición alguna respecto a la persecución de derechos sobre el bien, lo que nunca ocurrió en este caso ya que, tal como se dijo en la demanda, el levantamiento de esas medidas se produjo de manera simultánea, “a pesar de haberse solicitado oportunamente por mi apoderado”. De otro lado, el hecho de que se hayan escuchado a los testigos, sin la presencia de su apoderado, ninguna justificación representa, pues en la audiencia posterior estuvo atento para plantear las peticiones correspondientes y luego para presentar el escrito de persecución de los derechos sobre el inmueble, a lo cual no se accedió, ni se designó perito, trámite necesario para estos asuntos.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si en este asunto procede la acción de tutela frente a la decisión del juzgado accionado que negó la petición elevada por el demandante de perseguir los derechos que en el inmueble objeto de las medidas tuviere uno de los ejecutados, en el proceso a que se refieren los hechos de la demanda, después de haber prosperado el incidente de levantamiento de embargo y secuestro que propuso quien dijo ser su poseedora. En caso positivo, se establecerá si en esa decisión se incurrió en defecto que lesione el derecho al debido proceso de que es titular el actor.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes
.:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes
: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un  supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”. 

En relación con el segundo de tales presupuestos generales, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso. Por lo tanto, debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. Así lo ha explicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional:

“El tercer inciso del artículo 86 constitucional establece que la tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. A partir de esto, se ha dicho que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, en la medida que su procedencia se encuentra sometida al agotamiento de los medios ordinarios y extraordinarios de defensa con los que cuenta el accionante o a la demostración de su inexistencia.

 

Dentro de la misma línea, la Corte ha señalado que la acción de tutela es también complementaria de los procedimientos ordinarios, ya que es, en esencia, un mecanismo judicial de origen constitucional de evidente carácter residual que está previsto para asegurar la tutela efectiva y sustancial de los derechos constitucionales fundamentales, y, por ello, sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial.

Este principio reafirma que la acción de tutela exige el agotamiento del medio ordinario de defensa, pues ésta acción no fue pensada ni diseñada para suplir los procedimientos ordinarios ni mucho menos para enmendar los errores o descuidos de las partes en el proceso. Dentro de esa comprensión: “la Corte ha sostenido, de manera reiterada, que la acción de tutela es improcedente cuando con ella se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo
”

En igual sentido, la Corte Constitucional, en sentencia T-753 de 2006 señaló que:

“Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos judiciales ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, por lo que deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de convertir en improcedente el mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 superior.” 

No es posible por tanto acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo, se repite, cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable.

4. Las pruebas allegadas al expediente y la inspección judicial realizada en primera instancia, acreditan los siguientes hechos: 
4.1 El señor Ramón Antonio Zapata Hincapié promovió demanda ejecutiva contra Humberto Henao García y Hárrison Henao Morales
.
4.2 Por auto del 6 de febrero de 2017 el Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira libró mandamiento de pago, decretó el embargo y posterior secuestro del bien identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-54143
; la primera de esas medidas fue inscrita en el folio correspondiente el 28 del citado mes
 y el 16 de agosto de ese mismo año se llevó a cabo la diligencia de secuestro
.
4.3 El 12 de septiembre siguiente la señora Dolly Grajales Hurtado, por intermedio de apoderado, solicitó, entre otras cosas, se declarara que tiene la posesión material del citado bien y se ordenara el levantamiento del embargo y secuestro decretado sobre el mismo. 
Para fundamentar esas peticiones dijo que es la poseedora del inmueble perseguido en ese proceso, en virtud del contrato de compraventa que suscribió con el señor Hárrison Henao Morales, el 26 de diciembre de 2016, tal como se demuestra en el contrato de promesa y en la escritura pública No. 6158 otorgada en la Notaría Cuarta del Círculo de Pereira; debía esperar que el vendedor cancelara la hipoteca que afectaba ese bien, a lo que se procedió el 5 de enero de 2017, pero esa novedad solo fue inscrita el 1º de febrero siguiente; vive en el extranjero y cuando le informaron que podía adelantar el trámite de la inscripción de la compraventa, ya se había inscrito su embargo
. 
4.4 Por auto del 20 de octubre de 2017 el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira avocó el conocimiento del asunto y ordenó la acumulación procesal solicitada por la parte ejecutante
.
4.5 En esa misma fecha se dio trámite al incidente de oposición y se ordenó correr traslado al ejecutante
.   

4.6 El 9 de octubre de 2018 se llevó a cabo audiencia de práctica de pruebas y decisión; de esa diligencia se destaca lo siguiente
: 
4.6.1 En la providencia que resolvió el incidente se declaró que la señora Dolly Grisales Hurtado tenía la posesión material del bien para la fecha en que se secuestró, se ordenó el levantamiento de tal medida y se ordenó librar oficio a la secuestre para informarle que su labor había cesado y para que hiciera entrega del bien a la incidentista.
Para así decidir, estimó que de conformidad con la valoración de la prueba testimonial practicada, la citada señora tiene la posesión material de ese bien, calidad que ejerce desde antes de la realización de la diligencia de secuestro, pues la compraventa se realizó el 26 de diciembre de 2016 y la inscripción del embargo tuvo lugar el 28 de febrero de 2017.
4.6.2 El apoderado del demandante manifestó, con fundamento en el artículo 596 del Código General del Proceso, su deseo de perseguir los derechos del demandado vinculados al inmueble.
4.6.3 La incidentista solicitó se adicionara la providencia, para ordenar también el levantamiento del embargo. 
4.6.4 La funcionaria accionada resolvió negar la insistencia de la persecución de los derechos del codemandado, al quedar debidamente probado que la incidentista no es poseedora inmueble sino que respecto de él se comporta como dueña y señora  y porque se procedió a la cancelación de la hipoteca, acto que a pesar de no encontrarse registrado en la Oficina de Instrumentos Públicos, fue plenamente acreditado. Por tanto, concluyó, el demandado no goza de ningún derecho sobre el citado bien.
De otro lado accedió a la solicitud de adición de la providencia y, en consecuencia, ordenó también levantar la medida de embargo decretada. 

4.6.5 Contra esta última decisión no se interpuso recurso alguno
. 

4.7 El 11 del citado mes el apoderado del actor presentó escrito por medio del cual insistió en perseguir los derechos que tiene el señor Hárrison Henao Morales sobre el mencionado inmueble
.
4.8 Mediante proveído del 12 siguiente se negó esa petición porque, tal como se indicó en la decisión del incidente, el citado codemandado no ostenta ningún derecho sobre ese bien
.
4.9 Contra esa providencia el actor formuló recurso de reposición
.

4.10 Por auto del 24 de enero último la funcionaria accionada resolvió no reponerla
.

5. Surge de esas pruebas que en este caso concreto no se satisfacen todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita, concretamente el segundo.

En efecto, el accionante no formuló recurso alguno contra la decisión por medio de la cual se adicionó la providencia que resolvió el incidente de oposición al secuestro, para ordenar también el levantamiento del embargo decretado. Es decir, dejó de emplear adecuadamente el medio ordinario de protección con que contaba en ese proceso para obtener lo que pretende sea decidido por vía de tutela, pues lo que en últimas se propone es mantener vigente esa medida, porque es el derecho de dominio el que aún conserva el señor Hárrison Henao Morales lo único que puede perseguir, al figurar como propietario inscrito del predio tantas veces mencionado.
Es válido señalar que aunque el actor, dentro de los tres días siguientes a la ejecutoria de ese proveído, insistió en perseguir los derechos del codemandado en el bien y frente a la decisión que le negó esa solicitud sí formuló recurso, este hecho no se considera suficiente para satisfacer el presupuesto que se trata ya que lo procedente era recurrir el auto que ordenó el levantamiento del embargo, mas como este quedó en firme ante su silencio, lo que hizo el demandante fue replantear el asunto, al punto que para resolver sobre el particular la funcionaria accionada reiteró los argumentos a los que había acudido para resolver la primera petición formulada en ese sentido.
Y es que el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que han debido ser resueltas en el propio proceso, escenario adecuado previsto por el legislador para ello, por los funcionarios competentes y que dejaron de serlo por negligencia o descuido de las partes.

6. En estas condiciones, el fallo impugnado será confirmado, aunque se modificará en el sentido de que la acción de tutela debe ser declarada improcedente y no negada, en tanto que no se colman los requisitos generales de procedencia.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, el 21 de marzo último, dentro de la acción de tutela promovida Ramón Antonio Zapata Hincapié contra el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Humberto Henao García, Hárrison Henao Morales, Dolly Grisales Hurtado y Cielo Mar Tabera Restrepo y los Drs. Ómar Flórez Morales y Juan Julián Carvajal Escobar, MODIFICÁNDOLA para declarar improcedente el amparo solicitado.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS




(Ausente con causa justificada)

� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� T-567 de 1998


� Sentencia T-735 de 2013


� Folios 51 y 52 cuaderno No. 1


� Folios 51 y 52 cuaderno No. 1


� Ver certificado de tradición a folios 10 a 13 cuaderno No. 2


� Folios 51 y 52 cuaderno No. 1


� Folios 11 a 13 cuaderno No. 1


� Folios 51 y 52 cuaderno No. 1


� Folios 51 y 52 cuaderno No. 1


� Audiencia que obra en el disco compacto visible a folio 15 cuaderno No. 1


� Ver acta de la audiencia obrante a folio 9 cuaderno No. 1


� Folios 51 y 52 cuaderno No. 1


� Folio 10 cuaderno No. 1


� Folios 51 y 52 cuaderno No. 1


� Folios 51 y 52 cuaderno No. 1





1

